
 
 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 
Revisado el presente asunto, considera el despacho que el suscrito se encuentra 

incurso en causal de IMPEDIMENTO que es necesario declarar. 

 

La señora FABIOLA PEREIRA ROMERO a través de apoderado judicial presenta 

demanda en ejercicio del medio de control de Nulidad y Restablecimiento del 

derecho contra LA NACIÓN - RAMA JUDICIAL – CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA - DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, 
con las  siguientes pretensiones: 
 

“1.1. DECLARAR LA NULIDAD parcial de:  
 
1.1.1. Resolución N° CJR19-0679 “Por medio de la cual se corrige la actuación 
administrativa y se publica la calificación de las pruebas de aptitudes y conocimientos”, 
de fecha 07 de junio de 2019 y que fue expedida por la UNIDAD DE ADMINISTRACION DE 
CARRERA JUDICIAL del CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA; en lo que respecta 
con la corrección efectuada a la situación de concurso de mi poderdante y que le implicó 
perder la calificación y aprobación otorgada por la Resolución CJR18-559 de 2018 expedida 
por la misma entidad.  
 
1.1.2. Anexo 2 de la Resolución CJR19-0679 expedida por la UNIDAD DE 
ADMINISTRACION DE CARRERA JUDICIAL del CONSEJO SUPERIOR DE LA 
JUDICATURA; en lo que respecta con la corrección efectuada a la calificación de mi 
poderdante y que le implicó perder la aprobación otorgada mediante Resolución N° CJR18-
559 de 2018 igualmente expedida por la misma entidad.  
 
1.2. Como consecuencia de las anteriores declaraciones, la ENTIDAD ACCIONADA deberá 
RESTABLECER EL DERECHO de mi poderdante en los siguientes términos:  
 
1.2.1. Mantener la calificación “Si Aprobó” establecida respecto de mi poderdante en el 
Acto Administrativo Resolución N° CJR18-559 del 28 de diciembre de 2018 expedida por 
la ENTIDAD ACCIONADA.  
 
1.2.2. Se dé continuidad a la situación de concurso de mi poderdante, verificándose los 
requisitos mínimos establecidos en la Fase II de la Etapa de Selección de las “ETAPAS DEL 
CONCURSO” reglamentado en el Acuerdo PCSJA18-11077 del Consejo Superior de la 
Judicatura.  
 
1.2.3. Se aplique a favor de mi prohijada, el Parágrafo del Artículo 160 de la Ley 270 de 1996 
y se adopte la calificación obtenida por mi poderdante en el curso de formación judicial ya 
aprobado, como factor sustitutivo de evaluación del Curso de Formación Judicial Inicial 
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establecido en la Fase III de las “ETAPAS DEL CONCURSO”, reglamentado en el Acuerdo 
PCSJA18-11077 del Consejo Superior de la Judicatura.  

 
 

En efecto, al tenor de lo dispuesto por el artículo 130 del Código de 
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, se tiene 

que: 

 
“Artículo 130. Causales. Los magistrados y jueces deberán declararse 
impedidos, o serán recusables, en los casos señalados en el artículo 
141 del Código General del Proceso y, además, en los siguientes eventos: 
 
1. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren participado en la expedición del 
acto enjuiciado, en la formación o celebración del contrato o en la ejecución 
del hecho u operación administrativa materia de la controversia. 
 
2. Cuando el juez, su cónyuge, compañero o compañera permanente, o 
alguno de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad, 
segundo de afinidad o único civil, hubieren intervenido en condición de 
árbitro, de parte, de tercero interesado, de apoderado, de testigo, de perito 
o de agente del Ministerio Público, en el proceso arbitral respecto de cuyo 
laudo se esté surtiendo el correspondiente recurso de anulación ante la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. 
 
3. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la condición de servidores públicos en los 
niveles directivo, asesor o ejecutivo en una de las entidades públicas que 
concurran al respectivo proceso en calidad de parte o de tercero interesado. 
 
4. Cuando el cónyuge, compañero o compañera permanente, o alguno de 
los parientes del juez hasta el segundo grado de consanguinidad, segundo 
de afinidad o único civil, tengan la calidad de asesores o contratistas de 
alguna de las partes o de los terceros interesados vinculados al proceso, o 
tengan la condición de representantes legales o socios mayoritarios de una 
de las sociedades contratistas de alguna de las partes o de los terceros 
interesados.” (Subrayado fuera de texto) 

 

En concordancia con lo anterior, el artículo 141 del Código General del 
Proceso, dispone: 

“Artículo 141. Causales de recusación. Son causales de recusación las 
siguientes: 

1. Tener el juez, su cónyuge o alguno de sus parientes dentro del 

cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil, 

interés directo o indirecto en el proceso.” 

 

Ahora bien, considera el Suscrito encontrarse incurso en la causal de impedimento 

establecida en el numeral 1° del artículo 141 del Código General del Proceso, toda 

vez que, el asunto a dilucidar versa sobre la declaración de nulidad del acto que 
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publica una nueva calificación de las pruebas de aptitudes y conocimiento del 

concurso de funcionarios de la Rama Judicial. 

 

Así las cosas, me asiste un interés indirecto en las resultas del problema jurídico 

que se plantea en la demanda; toda vez que, me encuentro inscrito en el concurso 

para funcionarios de la Rama Judicial1, en el cual está pendiente la aplicación de 

una nueva prueba de conocimiento y pese a que no me inscribí para el mismo cargo 

que la demandante, si me encuentro en la misma incertidumbre jurídica y fáctica 

respecto de la suerte que pueda tener el concurso de méritos.  

 

En consecuencia y teniendo en cuenta lo establecido en el numeral 1 del Artículo 

1312 del CPACA, por secretaria se remitirá el expediente al juez que sigue en turno, 

esto es, el Juez Veintiséis Administrativo del Circuito Judicial de Bogotá Sección 

Segunda para que decida lo pertinente sobre esta manifestación de impedimento. 

 
RESUELVE: 

 

PRIMERO:  DECLARARSE IMPEDIDO para conocer de la presente acción por 

asistir interés indirecto en las resultas del proceso, conforme a la 

causal primera del artículo 141 del Código General del Proceso y al 

trámite previsto en el artículo 130 del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo Contencioso Administrativo.  

 

SEGUNDO:  REMITIR el expediente al Juzgado Veintiséis Administrativo del 

Circuito Judicial de Bogotá Sección Segunda para lo que estime 

procedente. 
 

TERCERO:  Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

CLM. 

 
 

 
1 Como se puede verificar en la lista de inscritos de la página web de la Rama Judicial 
https://www.ramajudicial.gov.co/documents/7227621/19224448/Listado+Total+Inscritos+con+Nombre.pdf/33db134f-219f-
4ab4-90e7-875111f4f607  
2 Artículo 131. Trámite de los impedimentos. Para el trámite de los impedimentos se observarán las siguientes reglas: 
1. El juez administrativo en quien concurra alguna de las causales de que trata el artículo anterior deberá declararse impedido 
cuando advierta su existencia, expresando los hechos en que se fundamenta, en escrito dirigido al juez que le siga en turno 
para que resuelva de plano si es o no fundado y, de aceptarla, asumirá el conocimiento del asunto; si no, lo devolverá para 
que aquel continúe con el trámite. Si se trata de juez único, ordenará remitir el expediente al correspondiente tribunal para 
que decida si el impedimento es fundado, caso en el cual designará el juez ad hoc que lo reemplace. En caso contrario, 
devolverá el expediente para que el mismo juez continúe con el asunto. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

OBEDÉZCASEY  CÚMPLASE lo  resuelto  por  el  Tribunal Administrativo de 

Cundinamarca Sección Segunda – Subsección “E”, que  en  providencia  de  fecha 

veintiocho (28) de enero del dos mil veintidós (2022), revocó el auto de fecha 26 de 

julio de 2021 proferido por este despacho mediante el cual se rechazó la demanda.  

 

La señora LUZ ERIKA PENAGOS CLAVIJO, a través de su apoderado judicial, 

instauró demanda en contra del INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA 
EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN – ICFES – LA NACIÓN – MINISTERIOR DE 
EDUCACIÓN NACIONAL Y BOGOTA DISTRITO CAPITAL – SECRETARIA DE 
EDUCACIÓN.  

DE LA ADMISIÓN. 

Una vez analizada la integridad de las piezas que conforman la demanda, se 

concluye que la misma se debe inadmitir, para que en el término legal de diez (10) 

días, previsto en el artículo 170 del CPACA, se subsane(n) el(os) siguiente(s) 

defecto(s): 

I. ENVIÓ DE LA DEMANDA AL DEMANDADO:  
 

Encuentra el Despacho que la demanda no reúne los requisitos previstos en el 

Artículo 6 del Decreto 806 de 2020, que dispuso: 

 

“(…) En cualquier jurisdicción, incluido el proceso arbitral y las autoridades administrativas 

que ejerzan funciones jurisdiccionales, salvo cuando se soliciten medidas cautelares previas o 

se desconozca el lugar donde recibirá notificaciones el demandado, el demandante, al 

presentar la demanda, simultáneamente deberá enviar por medio electrónico copia de ella y 

de sus anexos a los demandados. Del mismo modo deberá proceder el demandante cuando 

al inadmitirse la demanda presente el escrito de subsanación. El secretario o el funcionario 

que haga sus veces velará por el cumplimiento de este deber, sin cuya acreditación la 

autoridad judicial inadmitirá la demanda. De no conocerse el canal digital de la parte 
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demandada, se acreditará con la demanda el envío físico de la misma con sus anexos.” 

Subraya el despacho. 

 

Teniendo en cuenta que la demanda fue interpuesta el 29 de julio de 2020, es 

decir, en vigencia del Decreto 806 de 2020, el demandante debió acreditar el haber 

dado cumplimiento a lo mandado por la norma transcrita, situación que está 

contemplada como causal de inadmisión de la demanda, en medio de los 

requerimientos actuales frente al uso de las tecnologías de la información y las 

telecomunicaciones.  

 

En ese orden, la parte actora deberá cumplir con este requisito, acreditándolo en 

debida forma. 

En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ. 

RESUELVE: 

PRIMERO: INADMITIR la demanda presentada por LUZ ERIKA PENAGOS 
CLAVIJO en contra del INSTITUTO COLOMBIANO PARA LA 
EVALUACIÓN DE LA EDUCACIÓN – ICFES – LA NACIÓN – 
MINISTERIOR DE EDUCACIÓN NACIONAL Y BOGOTA DISTRITO 
CAPITAL – SECRETARIA DE EDUCACIÓN.  

De conformidad con lo señalado en la parte motiva de esta 

providencia.  

SEGUNDO: CONCEDER el término de diez (10) días, de conformidad con el 

artículo 170 del CPACA, para que se subsanen los defectos 

indicados, so pena de rechazo. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

CLM. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Expediente:  11001-33-35-025-2015-00644-00 
Demandante:  MARIA STELLA GIL SANCHEZ 
Demandada:  NACION – MINISTERIO DE EDUCACION -FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 
MAGISTERIO 

Medio de Control: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 27 de mayo de 

2021 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en la cual resolvió confirmar 

providencia de 13 de octubre de 2016, dictada por ese Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 27 de mayo de 2021 por el 

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, que confirmó la sentencia proferida por este 

Juzgado el 13 de octubre de 2016. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de CIENTO TREINTA Y 
CINCO MIL QUINIETOS PESOS ($135.000), por concepto de remanentes de los 
gastos ordinarios del proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 
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NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

ADL 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 18 de febrero de 

2021 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección 

“A”, en la cual resolvió revocar la providencia del 17 de octubre de 2017, dictada por 

este Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 18 de febrero de 2021 por 

el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “A”, que 

revocó la sentencia proferida por este Juzgado el 17 de octubre de 2017. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de CUARENTA Y CINCO 
MIL TRESCIENTOS CINCUENTA PESOS ($45.350), por concepto de remanentes 
de los gastos ordinarios del proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 9 de septiembre 

de 2021 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda 

Subsección “A”, en la cual resolvió confirmar la providencia del 10 de diciembre de 

2018, dictada por este Despacho. 

En tal virtud, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 

2019 expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de 

la Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular. 

DISPONE: 

1. OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 9 de septiembre de 2021 

por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca Sección Segunda Subsección “A”, 

que confirmó la sentencia proferida por este Juzgado el 10 de diciembre de 2018. 

2. ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – División de 
Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma de CINCUENTA Y CINCO 
MIL PESOS ($55.000), por concepto de remanentes de los gastos ordinarios del 
proceso, a favor de la parte actora.  

3. Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a favor del 

interesado. 

4. Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en la 

Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o no de aquellas, 

se procederá al archivo del expediente, previas las constancias de rigor. 

 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2017-00258-00 
DEMANDANTE: FANEY VALENCIA PARRA  

DEMANDADO(A): 
LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL – CONSEJO 
SUPERIOR DE LA JUDICATURA – DIRECCIÓN 
EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL.   

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 
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Demandante: FANEY VALENCIA PARRA  
Demandada: LA NACIÓN – RAMA JUDICIAL Y OTROS. 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

Referencia: 11001-33-35-025-2022-00134-00 
Convocante: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
Convocado: JENNY CAROLINA USCATEGUI ALVAREZ 
Asunto: CONCILIACIÓN EXTRAJUDICIAL  
 

Procede el Juzgado a pronunciarse respecto de la aprobación o improbación de la 
conciliación extrajudicial celebrada por las partes en audiencia de conciliación 
extrajudicial del 20 de abril de 2022 ante la Procuraduría 81 Judicial I para Asuntos 
Administrativos de Bogotá.  
 

 
1. ANTECEDENTES 

 
El apoderado de la parte convocante presentó solicitud de conciliación extra 
judicial ante la Procuraduría General de la Nación el 9 de febrero de 2022, 
correspondiéndole a la Procuraduría 81 I para Asuntos Administrativos de Bogotá, 
que mediante auto No. E-2022-071588 admitió la solicitud y señaló el veinte (20) 
de abril de dos mil veintidós (2022), a las tres y treinta de la tarde (03:30 p.m.), 
para llevar a cabo audiencia de conciliación a través de la plataforma Microsoft 
Teams.  
 
En la audiencia de conciliación el apoderado de la parte convocante señaló:  
 

“Muy respetuosamente me permito solicitarle a la Procuraduría General de la 
Nación, que con el fin de prever demandas de nulidad y restablecimiento del 
derecho futuras contra la Entidad por los hechos que se mencionan en la 
presente solicitud, permita que en audiencia de  Conciliación,  la  
CONVOCANTE  y  los  CONVOCADOS  celebren  acuerdo  conciliatorio sobre  
la  re  liquidación  y  pago  de  algunas  prestaciones  económicas  contenidos  
en  el Acuerdo 040 de 1991 expedido por la Junta Directiva de la extinta 
Corporanónimas, a saber: PRIMA DE ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR 
RECREACIÓN Y VIÁTICOS según el caso, incluido  el  porcentaje  
correspondiente  a  la  RESERVA  ESPECIAL  DE  AHORRO, que también se 
encuentra contenido en el mencionado Acuerdo; lo anterior, por los periodos de 
tiempo y el monto total señalado en las liquidaciones que se adjuntan a la 
presente solicitud. 
 
Igualmente,  el  apoderado de la parte convocante presenta la decisión tomada 
por el Comité de Conciliación de la entidad, en relación con la solicitud incoada: 
El expediente se radicó vía SIGDEA y en él se incluye certificación de fecha 25 
de enero de 2022, suscrita por la secretaria técnica del Comité de Conciliación. 
 
2.1. ANTECEDENTES -.- 2.1.1. El     (La)     funcionario(a) JENNY     CAROLINA     
USCATEGUI     ALVAREZ, identificado(a)  con  cédula de ciudadanía número 
1018.443.549,  presentó  ante esta  Entidad,  solicitud  para la  reliquidación  y 



Radicado: 11001-33-35-025-2022-00134-00 
 Convocante: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 

                   Convocado: JENNY CAROLINA USCATEGUI ALVAREZ 
 

2 

 

pago  de  algunas  prestaciones económicas,   tales   como: PRIMA DE   
ACTIVIDAD,   BONIFICACIÓN   POR RECREACIÓN   Y   VIÁTICOS, teniendo 
en   cuenta   para  ello, el   porcentaje correspondiente a la RESERVA 
ESPECIAL DEL AHORRO. 
 
2.1.2 Una vez conocida la anterior petición, la SIC a través de la Coordinación 
del Grupo de Administración de Personal, comunicó el (la) funcionario(a) la 
liquidación de las prestaciones económicas pretendidas, de la siguiente manera: 
 
 

 
 
2.1.3. El  (La)  funcionario(a)  manifestó  por escrito, ESTAR DE ACUERDO 
CON LA LIQUIDACIÓN y su deseo de conciliar sobre la fórmula propuesta por la 
Entidad. (…) 

 

De lo señalado por el comité de conciliación de la entidad convocante se le corrió 
traslado a la parte convocada, quien señaló: 

 
“Acepto la fórmula de acuerdo presentada por la entidad convocante.” 
 
 

2. CONSIDERACIONES 
 

2.1. Competencia. 
 
Corresponde al Juzgado pronunciarse sobre aprobación o improbacion de la 
conciliación celebrada por las partes en audiencia de conciliación extrajudicial del 
20 de abril de 2022 ante la Procuraduría 81 I para Asuntos Administrativos de 
Bogotá de conformidad con el articulo 12 del Decreto 1716 de 2009.  
 

2.2. De la conciliación Extrajudicial en asuntos de lo contencioso 
administrativo 
 
Frente a los asuntos que son susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 
contencioso administrativo, el artículo 2 del Decreto 1716 de 2009 dispuso:  
 

“Artículo 2°. Asuntos susceptibles de conciliación extrajudicial en materia 
contencioso administrativa. Podrán conciliar, total o parcialmente, las entidades 
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públicas y las personas privadas que desempeñan funciones propias de los 
distintos órganos del Estado, por conducto de apoderado, sobre los conflictos 
de carácter particular y contenido económico de los cuales pueda conocer la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo a través de las acciones previstas 
en los artículos 85, 86 y 87 del Código Contencioso Administrativo o en las 
normas que los sustituyan.  
 

(…)” 

 

Los requisitos que debe contener la petición de conciliación extrajudicial se 
encuentran previstos en el articulo 6 de la misma norma así: 

“Artículo 6°. Petición de conciliación extrajudicial. La petición de conciliación o 
extrajudicial podrá presentarse en forma individual o conjunta por los 
interesados, ante el agente del Ministerio Público (reparto) correspondiente, y 
deberá contener los siguientes requisitos:  

a) La designación del funcionario a quien se dirige;  

b) La individualización de las partes y de sus representantes si fuere el caso;  

c) Los aspectos que se quieren conciliar y los hechos en que se fundamentan;  

d) Las pretensiones que formula el convocante;  

e) La indicación de la acción contencioso administrativa que se ejercería;  

f) La relación de las pruebas que se acompañan y de las que se harían valer en 
el proceso;   

g) La demostración del agotamiento de la vía gubernativa, cuando ello fuere 
necesario;  

h) La estimación razonada de la cuantía de las aspiraciones;  

i) La manifestación, bajo la gravedad del juramento, de no haber presentado 
demandas o solicitudes de conciliación con base en los mismos hechos;  

j) La indicación del lugar para que se surtan las notificaciones, el número o 
números telefónicos, número de fax y correo electrónico de las partes.  

k) La copia de la petición de conciliación previamente enviada al convocado, en 
la que conste que ha sido efectivamente recibida por el representante legal o por 
quien haga sus veces, en el evento de que sea persona jurídica, y en el caso de 
que se trate de persona natural, por ella misma o por quien esté facultado para 
representarla;  

l) La firma del apoderado del solicitante o solicitantes; (…)” 

De conformidad con el artículo 13 de la misma norma, el acta de acuerdo 
conciliatorio total o parcial adelantado ante el agente del Ministerio Público y el 
correspondiente auto aprobatorio debidamente ejecutoriado, prestarán mérito 
ejecutivo y tendrán efecto de cosa juzgada.  
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Sobre los presupuestos que debe analizar el juez para impartir aprobación o 
improbar, la Sección Tercera, Subsección C, de la misma Corporación en 
Sentencia de 14 de marzo de 2016 Radicado N.º. 18001-23-31-000-2004-00422- 
01(50255) puntualizó en síntesis que, “(…) para la aprobación del acuerdo conciliatorio 
se requiere la concurrencia de una serie de presupuestos a saber: (1) que no haya 
operado la caducidad de la acción; (2) que las partes que concilian estén debidamente 
representadas, y que los representantes o conciliadores tengan capacidad o facultad para 
conciliar; (3) que verse sobre derechos económicos disponibles por las partes; (4) que lo 
reconocido patrimonialmente esté debidamente respaldado en la actuación; y, (5) que no 
resulte abiertamente lesivo para las partes.” 

 
2.3. De la Reserva Especial de Ahorro como factor base de salario.  
 

La Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades –
CORPORANONIMAS-  fue creada como un establecimiento público del orden 
nacional, dotado de personería jurídica, con autonomía administrativa y patrimonio 
independiente, adscrito al Ministerio de Desarrollo Económico, la cual tuvo como 
funciones entre otras, el reconocimiento y pago de las prestaciones sociales, 
económicas y médico asistenciales consagradas en las normas vigentes para los 
empleados públicos de las Superintendencias de Industria y Comercio, de 
Sociedades y de Valores (hoy Superintendencia de Industria y turismo). 
Adicionalmente se encontraba autorizada para “expedir con la aprobación del 
gobierno, reglamentos generales para la atención de las prestaciones a su cargo, 
de conformidad con las normas legales y reglamentarias” (articulo 2 y 5 del 
Decreto 2156 de 1992), uno de ellos el acuerdo No. 040 del 13 de noviembre de 
1991, que en su artículo 58 consagró el pago de la reserva especial se ahorro en 
los siguientes términos:  
 

“Artículo 58. Contribuciones la Fondo de Empleados. RESERVA ESPECIAL 
DEL AHORRO. Corporanónimas contribuirá con sus aportes al Fondo de 
Empleados de la Superintendencia y Corporanónimas, entidad con personería 
jurídica reconocida por las Superintendencia Nacional de Cooperativas. Para tal 
fin pagará mensualmente a sus afiliados forzosos una suma equivalente al 
sesenta y cinco por ciento (65%) del sueldo básico, prima de antigüedad, 
prima técnica y gastos de representación; de este porcentaje entregará 
Corporanónimas directamente al Fondo el quince por ciento (15%) previa 
deducción de la cotización que sea del caso por concepto de afiliación de los 
beneficiarios. Los afiliados forzosos contribuirán mensualmente al Fondo con el 
cinco por ciento (5%) de las asignaciones básicas mensuales fijadas por la ley.”  
(negrilla del Despacho). 

 

Posteriormente, dicha Corporación fue suprimida mediante Decreto 1695 de 1997 
dejando el pago de los beneficios económicos del régimen especial de 
prestaciones económicas de sus empleados, contenidos en los Decretos 2739 de 
1991, 2156 de 1992, 2621 de 1993, 1080 de 1996 y el Acuerdo 040 de 1991 de la 
Junta Directiva de Corporanónimas, a cargo de cada una de las 
Superintendencias respectivas.  

 
De lo anterior se concluye que, los beneficios económicos, servicios sociales y 
médico – asistenciales de los empleados de las superintendencias afiliadas a 
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CORPORANONIMAS, quedaron a cargo de cada una de la superintendencia 
respecto de sus empleados. 
 
Pese a lo anterior, la superintendencia había excluido la reserva especial de 
ahorro al momento de realizar la liquidación y pago por concepto de PRIMA DE 
ACTIVIDAD, BONIFICACION POR RECREACION, VIATICOS Y HORAS 
EXTRAS.   
 
Sobre le reserva especial de ahorro como base del salario el Consejo de Estado 
en sentencia del 30 de enero de 1997 al respecto señaló: 

 
“(...) Uno de los factores salariales que debe tenerse en cuenta para liquidar las 
indemnizaciones o bonificaciones sería la "asignación básica mensual". Pues bien, 
es evidente que los empleados de la Superintendencia de Sociedades perciben un 

salario mensual a través de dos partidas principales, una reconocida y pagada 

por la propia entidad y otra del 65% adicional a cargo de Corporanónimas. En 

efecto, cada mes la entidad les cancela su asignación básica y la corporación 

65% de esa suma, adicionalmente; esto es, que en realidad la asignación 

mensual, fuera de otros factores que pueden concurrir en ella, es el total de lo 

reconocido por los dos organismos. 

 
La aparente antinomia del decreto 2155 de 1992 al utilizar la expresión salario 
promedio del último año y luego determinar unos factores salariales dentro de los 
cuales no aparece ese rubro, no puede alterar la verdad de que la asignación básica 
mensual del empleado cubre los dos pagos ya relacionados. Por tanto, es 
incuestionable que el 65% del salario básico mensual reconocido por 
Corporanónimas debió incluirse para los fines del reconocimiento y pago de las 
indemnizaciones o bonificaciones. 
 
La corporación ha basado su defensa en la premisa de que ese porcentaje es una 
prestación y no concretamente salario; empero, es ostensible que no se trata de un 
complemento para el empleado o su familia, sino de una retribución directa de sus 
servicios.” (Resaltado fuera de texto) 
 

En cuanto a la naturaleza de la Reserva Especial de ahorro en providencia del 26 
de marzo de 1998 el Consejo de Estado señaló:  

 
“(...) Como lo ha planteado la Corporación en numerosas oportunidades, tal 
como lo precisa el artículo 127 del C.S.T. “Constituye salario no solo la 
remuneración fija u ordinaria, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o 
en especie y que implique retribución de servicios, sea cualquiera la 
denominación que se adopte…” 
 
Significa lo anterior que no obstante el 65% del salario se haya denominado 
reserva especial de ahorro, como no se ha probado que el pago de esta suma 
tenga causa distinta a la del servicio que presta el funcionario e 
indudablemente es factor salarial, “forzoso es concluir que se trata de salario 
y no de una prestación social a título de complemento para satisfacer las 
necesidades del empleado o su familia; es decir, forma parte de la asignación 
mensual que devengaba la actora”, como se sostuvo en la aludida 
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providencia del 31 de julio de 1997. 

En consecuencia, constituyendo salario ese 65% pagado mensualmente al 
funcionario por CORPORANÓMINAS, ha debido tenérsele en cuenta para 
liquidarle la bonificación, ya que equivale a asignación básica mensual. 

No de otra manera debe entenderse dicho pago, pues de no ser así 
significaría que se está recibiendo a título de mera liberalidad y ello no puede 
efectuarse con fondos del tesoro público” (Resaltado fuera de texto)1”. 

 

En el mismo sentido, el Tribunal Administrativo de Cundinamarca en fallos 
recientes se ha pronunciado sobre el tema en los siguientes términos: 

 
“Por lo anterior y de acuerdo con lo señalado en el H. Consejo de Estado, la reserva 
especial de ahorro hace parte de la asignación básica mensual, motivo por el cual 
debe ser tenida en cuenta al momento de liquidar la prima de actividad y la 
bonificación especial por recreación”2. 

 

Teniendo en cuenta la normatividad y Jurisprudencia citada anteriormente, se 
concluye que la reserva especial de ahorro que devengan los servidores públicos 
de la Superintendencia de Sociedades, pese a su denominación, hace parte de su 
asignación básica y por consiguiente debe tenerse en cuenta para realizar la 
respectiva reliquidación de las prestaciones sociales, a saber, PRIMA DE 
ACTIVIDAD, BONFICIACION POR RECREACION y VIATICOS.  
 
Ahora bien, respecto de las prestaciones sociales objeto de la reliquidación, el 
artículo 44 del Acuerdo No. 040 de 1991, proferido por la Junta Directiva de la 
Corporación Social de la Superintendencia de Sociedades, dispuso: 
 

“ARTICULO 44. PRIMA DE ACTIVIDAD. Los afiliados forzosos que hayan 
laborado durante un año continuo en la Superintendencia de Sociedades o en 
Corporanónimas, tendrán derecho al reconocimiento de una Prima de Actividad 
en cuantía equivalente a quince (15) días de sueldo básico mensual, que 
perciba a la fecha en que cumpla el año de servicios. Esta prima se pagará 
cuando el interesado acredite que se ha autorizado el disfrute de vacaciones o 
su compensación de dinero.  

 

En lo concerniente a la bonificación por recreación el artículo 3° del Decreto 451 
de 1984, determinó: 

 
“ARTICULO 3o. Los empleados que adquieran el derecho a las vacaciones e inicien 
el disfrute de las mismas, dentro del año civil de su causación, tendrán derecho a 
una bonificación especial de recreación en cuantía equivalente a dos (2) días de la 
asignación básica mensual que les corresponda en el momento de causarlas.  
 
El valor de la bonificación no se tendrá en cuenta para la liquidación de las 
prestaciones sociales y se pagará dentro de los cinco (5) días hábiles anteriores a la 
fecha señalada para la iniciación del disfrute de las vacaciones. (…)”. 
 

 
1Consejo de Estado, Sección Segunda, sentencia 26 de marzo de 1998. Consejero Ponente, Nicolás Pájaro Peñaranda, 
Expediente 13.910, actor Alfredo Elías Ramos Flórez. 
2 Sentencia del 2 de diciembre de 2010, Sección Segunda, Subsección D, Magistrado: Luís Alberto Álvarez Parra.  
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Y respecto de los viáticos, tal como lo contempla el artículo 62 del Decreto 1042 
de 1978, estos se fijan según la remuneración mensual que corresponda al 
empleo del funcionario que deba viajar en comisión, la naturaleza de los asuntos 
que le sean confiados y el lugar donde debe llevarse a cabo la labor, dentro de los 
parámetros fijados en cada caso por el legislador. 
 

3. TRÁMITE JUDICIAL. 
 

Teniendo en cuenta que la entidad puede conciliar sobre asuntos de carácter 
particular y contenido económico de que conozca esta jurisdicción, procede el 
Despacho a analizar el contenido de la presente conciliación extrajudicial, y las 
pruebas allegadas al expediente, para establecer si el acuerdo logrado por las 
partes se ajusta al ordenamiento jurídico, así: 
 

3.1. Acuerdo conciliatorio sobre acciones o derechos económicos 
disponibles por las partes. En el presente asunto se pretende la reliquidación y 
pago de la PRIMA DE ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR RECREACIÓN, 
VIATICOS Y SUS REAJUSTES. Así las cosas, no se están menoscabando los 
derechos ciertos e indiscutibles, así como los derechos mínimos e intransigibles. 
 

3.2. Representación y poder para conciliar. se verifica que las partes están 
debidamente representadas y facultadas para conciliar, dado que la convocante 
está representada por el abogado HAROL ANTONIO MORTIGO MORENO, con 
C.C. N.º 11.203.114 y T.P. N.º. 266.120 del C. S. de la J y el convocado por la 
doctora JENNY CAROLINA USCATEGUI ALVAREZ, con C.C. N.º 1.018.443.549 y 
T.P. N.º. 244.543 del C. S. de la J, actuando en nombre propio, a quienes se le 
reconoció personería en la audiencia de conciliación, ambos poderes con facultad 
expresan para conciliar.   
 

3.3. Soportes del alcance del contenido patrimonial del acuerdo. Aparecen 
igualmente en el expediente las siguientes pruebas: 

 Constancia de radicación de la solicitud de conciliación (fs.1-12) 
 Certificado de la subdirección la secretaria técnica del comité de 

conciliación de la superintendencia de sociedades (fs. 13-15) 
 Copia de la petición elevada por el convocado, (fs. 24-33) 
 Certificado laboral expedida por Talento Humano (fs.170)  
 Poder y anexos Superintendencia de sociedades (fs. 16-23) 
 Acta de conciliación extrajudicial expedido por la Procuraduría 81 Judicial I 

para Asuntos Administrativos. (fs. 237-242). 
 Copia de la cedula de ciudadanía y tarjeta profesional del apoderado de la 

parte convocante (fs.122)  
 

3.4. El acuerdo no resulta lesivo para el patrimonio público. De las pruebas 
aportadas al expediente y del análisis de los fundamentos jurídicos que originan el 
derecho objeto de la aludida conciliación, se advierte que, el acuerdo logrado entre 
las partes no lesiona el patrimonio público, habida cuenta que versó sobre el 
derecho que tienen los servidores públicos que en el caso subexamine actúan 
como parte actora, a que la PRIMA DE ACTIVIDAD, BONIFICACIÓN POR 
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RECREACIÓN y VIATICOS, que perciben como funcionarios de la 
Superintendencia de Sociedades, sean reliquidados y pagados teniendo en cuenta 
la asignación básica y la reserva especial del ahorro.  
 

El Acta de audiencia de conciliación extrajudicial del 20 de abril de 2022 
celebrada ante la Procuraduría 811 Judicial I Para Asuntos Administrativos, 
contiene una obligación clara, expresa y exigible, y de conformidad con las 
pruebas allegadas al expediente, este Despacho considera procedente impartirle 
aprobación, dada la naturaleza de la prestación solicitada, esto es, la reliquidación 
y pago la de prima de actividad, bonificación por recreación, teniendo en cuenta la 
reserva especial de ahorro como factor salarial, que una vez liquidado en debida 
forma arroja un total de DOS MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA Y SEIS 
MIL CIENTO CINCUENTA Y CUATRO PESOS M/CTE ($ 2.346.154), a favor de 
la parte convocada y a cargo de la parte convocante, acorde con los soportes 
obrantes en el expediente. 
 

Conforme lo expuesto, el Despacho encuentra que en el presente asunto se 
reúnen los requisitos necesarios que hacen viable la aprobación del acuerdo 
conciliatorio logrado entre las partes, por tanto, resulta procedente impartirle 
aprobación a la conciliación extrajudicial, celebrada el 20 de abril de 2022 por la 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y JENNY CAROLINA 
USCATEGUI ALVAREZ ante la Procuraduría Judicial 81 I para Asuntos 
Administrativos. 
 

Por lo expuesto, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE 
ORALIDAD DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, D. C., administrando justica 
en nombre de la República y por autoridad de la ley,        
 

R E S U E L V E: 
 
PRIMERO: APROBAR la conciliación extrajudicial celebrada el 20 de abril de 
2022 ante la Procuraduría 81 Judicial I Para Asuntos Administrativos, entre la 
SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO y JENNY CAROLINA 
USCATEGUI ALVAREZ, identificada con la cédula de ciudadanía No.  
1.018.443.549, por las razones expuestas.  
 

SEGUNDO: En consecuencia, la SUPERINTENDENCIA DE DE INDUSTRIA Y 
COMERCIO deberá cancelar a la señora JENNY CAROLINA USCATEGUI 
ALVAREZ, identificada con la cédula de ciudadanía No.  
1.018.443.549, la suma de DOS MILLONES TRESCIENTOS CUARENTA Y SEIS 
MIL CIENTO CINCUENTA Y CUATRO PESOS M/CTE ($ 2.346.154) M/CTE. 
 
TERCERO: DECLARAR que esta conciliación hace tránsito a cosa juzgada; y por 
tanto terminado el proceso.  
 
CUARTO: EXPEDIR copias de la documentación respectiva con destino a las 
partes, teniendo en cuenta las precisiones del artículo 114 del C.G.P. 
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QUINTO: En firme ésta providencia archívese el expediente.  
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 

ADL 

 

 

 

Firmado Por:

 

 

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo



Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

 

Previo a decidir sobre la presente demanda y con el fin de determinar la 

procedibilidad de la misma, por secretaria del Juzgado, OFÍCIESE al CONJUNTO 
DE DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LA EXTINTA FUNDACIÓN SAN JUAN 
DE DIOS Y HOSPITALES: INSTITUTO MATERNO   INFANTIL y HOSPITAL   
SAN   JUAN   DE   DIOS (LIQUIDADA), para que se sirva remitir constancia de 
publicación, notificación, comunicación o ejecución, según el caso, y de 
ejecutoria, de las Resoluciones No. 181 del 25 de noviembre de 2016, No. 819 
de 19 de enero de 2017 y No. 172 de 12 de mayo de 2017, por medio del cual se 

declara la compartibilidad pensional y se resuelven unos recurso de la señora 

GRISELDA ROJAS MONAGA identificada con cedula de ciudadanía No. 

41.616.510. 

 

Para lo anterior, se concede un término de diez (10) días, contados a partir del 

recibo del oficio que para el efecto se libre. 

  

Adviértasele al(los) funcionario(s) requerido(s) que, deberá(n) dar trámite urgente 
a la(s) solicitud(es) y allegar la información en el término antes indicado, so pena 

de incurrir en desacato a decisión judicial y en falta disciplinaria, por obstrucción a 

la justicia y dilación el proceso, de conformidad con lo establecido en el Código 

General del Proceso y el articulo 60 A de la Ley 270 de 1996, aprobado por la Ley 

1285 de 2009. 

 

De no recibir respuesta de parte de la(s) entidad(es) o funcionario(s) 
requerido(s), por secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo 
peticionado. 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00128-00 
DEMANDANTE GRISELDA ROJAS MONAGA 
DEMANDADO CONJUNTO DE DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LA 

EXTINTA FUNDACIÓN SAN JUAN DE DIOS Y 
HOSPITALES: INSTITUTO MATERNO   INFANTIL y 
HOSPITAL   SAN   JUAN   DE   DIOS (LIQUIDADA) -
UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 
PENSIONES DEL DEPARTAMENTO DE 
CUNDINAMARCA – MINISTERIO DE HACIENDA Y 
CREDITO PUBLICO 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-00128-00 
Demandante: GRISELDA ROJAS MONAGA 

Demandada: CONJUNTO DE DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LA EXTINTA FUNDACIÓN SAN JUAN DE DIOS y OTROS 
 

 

Infórmesele así mismo a la parte demandante que, deberá colaborar y gestionar 

ante la entidad respectiva, los trámites necesarios, tendientes a aportar la 

información y/o documentación requerida, con la advertencia que de omitir la 

información solicitada, podría incurrir en las sanciones previstas en el artículo 14 

de la Ley 1285 de 2009, que aprobó como nuevo artículo el 60 A de la Ley 270 de 

1996 ratificado. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

ADL 

 

Firmado Por:

 

 

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

 
Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Previo a avocar el conocimiento de la presente demanda, por secretaria del 

Juzgado, OFÍCIESE a la FIDUPREVISORA S.A , para que allegue con destino a 

este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago de cesantías a la señora 

ETEL MONICA LUENGAS RAMIREZ identificada con cedula de ciudadanía 

51.772.397: 

 

1. Certificación de la fecha de consignación de las cesantías y los intereses a 

las cesantías del año 2020. 

 

OFÍCIESE a la SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ, para que allegue 

con destino a este Despacho, con ocasión del reconocimiento del pago de 

cesantías de la señora la señora ETEL MONICA LUENGAS RAMIREZ 
identificada con cedula de ciudadanía 51.772.397: 

 

1. Resolución que ordenó el reconocimiento de las cesantías anuales del año 

2020. 
 
Para lo anterior, se concede un término de diez (10) días, contados a partir del 

recibo del oficio que para el efecto se libre. 

  

Adviértasele al(los) funcionario(s) requerido(s) que, deberá(n) dar trámite urgente 
a la solicitud y allegar la información en el término antes indicado, so pena de 

incurrir en desacato a decisión judicial y en falta disciplinaria, por obstrucción a la 

justicia y dilación el proceso, de conformidad con lo establecido en el Código 

General del Proceso y el articulo 60 A de la Ley 270 de 1996, aprobado por la Ley 

1285 de 2009. 

 

De no recibir respuesta de parte de la entidad o funcionario requerido, por 
secretaria, sin necesidad de nuevo auto, reitérese lo peticionado. 
 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2022-00137-00 
DEMANDANTE ETEL MONICA LUENGAS RAMIREZ 
DEMANDADO NACIÓN- MINISTERIO    DE    EDUCACIÓN    

NACIONAL – FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES   SOCIALES   DEL   MAGISTERIO- 
SECRETARIA DE EDUCACION DE BOGOTÁ Y 
FIDUPREVISORA S.A 

MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 



N.R.D. 2022-00119-00 
Demandante: SANDRA AIDEEMONRROY ACEVEDO  

Demandada: NACIÓN – MIN EDUCACIÓN – FOMPREMAG y OTROS 
 
 

 

Infórmesele así mismo a la parte demandante que, deberá colaborar y 
gestionar ante la entidad respectiva, los trámites necesarios, tendientes a 
aportar la información y/o documentación requerida, con la advertencia de 
que, de omitir la información solicitada, podría incurrir en las sanciones 
previstas en el artículo 14 de la Ley 1285 de 2009, que aprobó como nuevo 

artículo el 60 A de la Ley 270 de 1996 ratificado. 

 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

ADL 

 

Firmado Por:

 

 

Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022) 
 

 
 
El señor FREDY ALEXANDER BELTRÁN GUTIÉRREZ promovió, bajo las 
características propias del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho 
[art. 138 CPACA], acción contencioso administrativa contra la NACIÓN Y EL 
MINISTERIO DE EDUCACION NACIONAL con la cual pretende se declare la nulidad 
de las Resoluciones No. 09201  del 25  de mayo de 2021 por  medio  del  cual  se 
resuelve  solicitud  de  convalidación, la No. 016354 de 1 de septiembre de 2021 que 
resuelve recurso de reposición y la No. 024348 de 27 de diciembre de 2021 resolución 
que resuelve recurso de apelación.  
 
A título de restablecimiento del derecho, deprecó que se le reconozca y convalide, 
para todos los efectos académicos y legales en Colombia, el título de MAESTRÍA   EN   
EDUCACIÓN   ESPECIALIDAD   EN   EDUCACIÓN SUPERIOR,  otorgado  el 30 de 
octubre de 2020, por la institución de educación superior UNIVERSIDAD 
INTERNACIONAL IBEROAMERICANA, PUERTO RICO. 
 
No obstante, luego de examinar el contenido y alcance de las pretensiones y hechos 
consignados en la demanda, el Despacho vislumbra que carece de competencia para 
decidir la controversia por razón de la especialidad del asunto. 
 
Con el fin de explicar tal premisa, conviene recordar que de conformidad con el artículo 
104 del CPACA, la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo se encuentra 
instituida para conocer las controversias y litigios originados en actos, contratos, 
hechos, omisiones y operaciones, sujetos al derecho administrativo, en los que estén 
involucradas las entidades públicas, o los particulares cuando ejerzan función 
administrativa, atribución ejercida por los Juzgados y Tribunales Administrativos de 
todo el país, y por el Consejo de Estado, de conformidad con las reglas genéricas y 
específicas de competencia previstas en los artículos 149 y siguientes de la Ley 1437 
de 2011, estructuradas a partir de factores de delimitación de competencia subjetivos 
y objetivos, y la aplicación de los criterios de cuantía, territorio y adscripción funcional. 
 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2022-00132-00 
DEMANDANTE: FREDY ALEXANDER BELTRÁN GUTIÉRREZ 

DEMANDADO(A): 
NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACION 
NACIONAL 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL 
DERECHO 



N.R.D. 2022-00132-00 
Demandante: FREDY ALEXANDER BELTRÁN GUTIÉRREZ 

Demandadas: NACIÓN – MIN EDUCACION 

    

 

Sin embargo, debe recordarse que el artículo 2 del Acuerdo PSAA06-3345 de 2006 y 
los numerales 5, 6 y 7 del artículo 92 del Acuerdo PSAA15-10402 de 2015, expedidos 
por el Consejo Superior de la Judicatura, dispusieron que los juzgados del Circuito 
Judicial Administrativo de Bogotá se encuentran distribuidos conforme a la estructura 
del Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Corporación que está dividida en 
secciones especializadas de conocimiento y decisión, según lo prevé el artículo 18 del 
Decreto 2288 de 1989, así: 
 

“ARTICULO 18. ATRIBUCIONES DE LAS SECCIONES. Las Secciones tendrán las siguientes 
funciones: 
 
SECCIÓN PRIMERA. Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos y actuaciones: 
1. De nulidad y restablecimiento del derecho que no correspondan a las demás Secciones. 
2. Los electorales de competencia del Tribunal. 
3. Los promovidos por el Gobernador de Cundinamarca, los Alcaldes del mismo Departamento o el del 
Distrito Especial de Bogotá, en los casos contemplados en los artículos 249 del Decreto-ley 1222 de 
1986 y 101 del Decreto-ley 1333 de 1986. 
4. Las observaciones formuladas a los Acuerdos Municipales o Distritales y a los actos de los Alcaldes, 
por motivos de inconstitucionalidad o ilegalidad. 
5. Las objeciones a los proyectos de Ordenanza o de Acuerdo, en los casos previstos en la ley. 
6. Los conflictos de competencia administrativa asignados al Tribunal. 
7. La revisión de contratos, de conformidad con la ley. 
8. Los recursos de insistencia en los casos contemplados en la Ley 57 de 1985. 
9. De los demás asuntos de competencia del Tribunal, cuyo conocimiento no esté atribuido a las otras 
Secciones. 
 
SECCION SEGUNDA. Le corresponde el conocimiento de los procesos de nulidad y de 
restablecimiento del derecho de carácter laboral, de competencia del Tribunal. 
 
(…) 
 
SECCIÓN TERCERA. Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos de competencia del 
Tribunal: 
1. De reparación directa y cumplimiento. 
2. Los relativos a contratos y actos separables de los mismos. 
3. Los de naturaleza agraria. 
 
SECCION CUARTA. Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos: 
1. De nulidad y restablecimiento del derecho relativos a impuestos, tasas y contribuciones. 
2. De Jurisdicción Coactiva, en los casos previstos en la ley.” 

  

Visto lo anterior, fluye con claridad que los juzgados del Circuito Judicial Administrativo 
de Bogotá ejercen jurisdicción y competencia de acuerdo con las reglas generales de 
reparto de los asuntos previstas en la Ley 1437 de 2011 y la distribución especial 
establecida por el Consejo Superior de la Judicatura y, por ende, no todos ostentan, 
de ordinario, la misma atribución de competencia, pues cada sección especializada 
conoce y tramita distintos medios de control, o controversias de diferente naturaleza. 
 
La controversia, que corresponde y se adecúa a las características, motivos y 
finalidades del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, es de 
conocimiento de los juzgados administrativos de Bogotá por cuenta de los factores 
territorial y cuantía, comoquiera que: i. El acto demandado fue expedido en esta 
ciudad, misma donde tiene domicilio el demandante [art. 156.2 CPACA]; y ii. La cuantía no 
excede de 500 smlmv [art. 155.3 ib.]. iii. la cuantía se determinará por el valor de las 
pretensiones al tiempo de la demanda, que tomará en cuenta los frutos, intereses, 
multas o perjuicios reclamados como accesorios, causados hasta la presentación de 
aquella [art. 157 ib.]. 
 
 



N.R.D. 2022-00132-00 
Demandante: FREDY ALEXANDER BELTRÁN GUTIÉRREZ 

Demandadas: NACIÓN – MIN EDUCACION 

    

 

Descendiendo al sub lite, se tiene que el demandante persigue la nulidad de un acto 
administrativo a través del cual le fue negada una solicitud de convalidación del título 
de Maestría en Educación Especialidad en Educación Superior, realizada en el 
extranjero, junto con las medidas de restablecimiento del derecho y reparación de los 
presuntos daños que formuló. 
 
De acuerdo con lo anterior resta establecer la competencia por razón de la 
especialidad del asunto, efecto para el cual el Despacho advierte que el litigio no 
tiene naturaleza laboral administrativa, ni plantea una controversia relativa a 
impuestos tasas y contribuciones, condiciones que imponen definir la competencia al 
tenor de la competencia residual establecida en el artículo 18 del Decreto 2288 de 
1989, y concluir que el proceso es de conocimiento de la sección primera del Circuito 
Judicial Administrativo de Bogotá.. 
 
En consecuencia, el Juzgado declarará que la sección segunda del Circuito Judicial 
Administrativo de Bogotá -a la cual pertenece- carece de competencia para conocer, 
tramitar y decidir el presente asunto, y ordenará el envío inmediato del expediente a 
los Juzgados Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá – Sección Primera Oral 
(Reparto), para lo de su cargo. 
 
En mérito de lo expuesto, el Juzgado 25 Administrativo del Circuito Judicial de 
Bogotá – Sección Segunda Oral, 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- DECLARAR la falta de competencia de la sección segunda del Circuito 
Judicial Administrativo de Bogotá para conocer, tramitar y decidir la presente 
controversia, por razón de la especialidad del asunto, según lo expuesto de manera 
anterior. 
 
SEGUNDO.- REMITIR el expediente a la mayor brevedad posible a los Juzgados 
Administrativos del Circuito Judicial de Bogotá – Sección Primera Oral 
(Reparto), para lo de su cargo.  
 
TERCERO.- Por la Secretaría, dispóngase lo pertinente. 
 
 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

ADL 

 



N.R.D. 2022-00132-00 
Demandante: FREDY ALEXANDER BELTRÁN GUTIÉRREZ 

Demandadas: NACIÓN – MIN EDUCACION 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 
Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 

 

Expediente:  11001-33-035-025-2015-00135-00 
Demandante:  LUZ MARIA ZABALA DE GALEANO 
Demandada:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 

PENSIONAL Y CONTRIBUACIONES 
PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL   

Medio de Control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  
 

Ha venido el expediente de la referencia con providencia proferida el 11 de marzo de 

2022 por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en la cual resolvió revocar la 

providencia de 18 de marzo de 2021, dictada por ese Despacho. 

De otro lado, revisada la liquidación de costas efectuada por la Secretaría del 

Despacho, y conforme lo autoriza el artículo 366 del CGP, se evidencia que el Tribunal 

Administrativo de Cundinamarca, dispuso tasar las agencias en derecho, en cuantía 

equivalente a la suma de Setecientos Mil Pesos Moneda Legal ($700.000), sin 

embargo, el nombre la entidad demandada no corresponde al expediente.  

Ahora bien, de acuerdo con el artículo 329 del CGP, la Resolución núm. 4179 de 2019 

expedida por la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial y el numeral 6 de la 

Circular DEAJC19-43 de 11 de junio de 2019, y con el fin de imprimir el impulso 

procesal que corresponde y agotar las actuaciones que corresponden al particular el 

Despacho: 

 

DISPONE: 
 

PRIMERO:  OBEDÉZCASE y CÚMPLASE la sentencia proferida el 11 de marzo de 

2022, por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, en la cual resolvió 

REVOCAR la providencia de 18 de marzo de 2021, dictada por ese 

Despacho.  

 

SEGUNDO:  Revisada la liquidación de costas efectuada por la Secretaría del 

Despacho, de conformidad con el artículo 366 del CGP, se ordena 

REHACER la misma.  

TERCERO:  ORDENAR a la Dirección Ejecutiva de Administración Judicial – 
División de Fondos Especiales y Cobro Coactivos, devolver la suma 



Página 2 de 2 
 

de SETENTA MIL PESOS ($70.000), por concepto de remanentes de 
los gastos ordinarios del proceso, a favor de la parte actora.  

CUARTO:  Por Secretaría del Despacho expídanse las copias que correspondan, a 

favor del interesado. 

QUINTO:  Libradas las copias de que trata el numeral anterior, estas reposarán en 

la Secretaría para ser entregadas; no obstante, sin atención del retiro o 

no de aquellas, se procederá al archivo del expediente, previas las 

constancias de rigor. 

 

 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE. 

 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
JUEZ 

 

ADL 
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Juez Circuito
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

Expediente:  11001-33-035-025-2021-00028-00 
Demandante:  JHON OLFAN REY OCHOA 
Demandada:  NACIÓN-MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – 

POLICIA NACIONAL 
Medio de Control:  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

Cumplido el traslado que dispone el inciso 2 del artículo 233 de la Ley 1437 de 

2011, ingresa el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida 

cautelar.  
 

I. ANTECEDENTES. 
 
El señor JHON OLFAN REY OCHOA, radicó demanda en contra de la NACIÓN – 
MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL, a través de la cual pretende 

se declare la nulidad de la Resolución 113 de fecha 16 de marzo de 2020 acto 

administrativo que dispuso su retiro del servicio activo de la Policía Nacional. 

 

En el folio 1 del cuaderno de medidas cautelares, se solicitó medida cautelar de 

suspensión provisional de los efectos del acto administrativo mencionado en el 

parágrafo anterior. 

 

Mediante auto de fecha 23 de marzo de 2022, este Despacho corrió traslado a la 

demandada de la medida cautelar solicitada por la parte actora, por el término de 

cinco (5) días de conformidad al artículo 233 de la ley 1437 de 2011. 

 

 

II. DE LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 
 

El demandante solicitó la suspensión provisional, bajo los siguientes supuestos 

fácticos: 

 

“(…) 1.   Decretar la suspensión provisional de acto administrativo contenido 
en la resolución de retiro No. Resolución N° 113 del 16 de marzo de 2020 
por la causal de retiro denominada “voluntad de la Dirección General” de la 
Policía Metropolitana de Bogotá de la Policía Nacional. por la cual se retira a 
un patrullero que no ha sido notificada en debida forma legal; razón por la 
cual en forma contraria a derecho el actor es retirado de la entidad. 
2.   Ordenar que se mantengan los servicios medico asistenciales mientras 
este en curso la demanda que se impetra.”.   
 



Radicación. 11001-33-35-025-2021-0028-00 
Demandante: JHON OLFAN REY OCHOA 

 Demandada: NACIÓN- MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICIA NACIONAL 
 
 

 

III. DEL TRASLADO DE LA MEDIDA CAUTELAR. 
 
El apoderado de la parte demandada, mediante memorial radicado el 2 de abril de 

2022, manifestó (fs. Carpeta 005Memorial): 

 

1. La medida cautelar solicitada no cumple con los requisitos sustanciales y de 

forma que la ley exige.  

2. Dicha medida cautelar contravía la real pretensión del proceso de nulidad y 

restablecimiento que el actor pretende que se debata dentro de los estrados 

judiciales.  

3. La resolución de retiro la cual es objeto de debate inicial por este despacho 

cumple todos los lineamentos y requisitos que la ley exige para su cumplimiento. 

 

 

IV. CONSIDERACIONES: 
 

I. DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  

 
“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a 
petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado 
Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto 
del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en 
el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad 
la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los 
procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser 
decretadas de oficio.”. 

 

II. DE LOS REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 
“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 
de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas 
en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, 
cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 
confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o 
del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la 
indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente 
la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 
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1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 

 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la 
medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. (En Negrilla fuera del 
texto original) 

 

El Consejo de Estado, Sección Quinta, Consejera Ponente Susana Buitrago 

Valencia1, analizó los aspectos a considerar por el Juez al momento de resolver 

una solicitud de suspensión provisional, dentro del nuevo C.P.A.C.A., señalando: 

 
“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al 
respecto que: 1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos 
de un acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las 
disposiciones invocadas, surge, es decir, aparece presente, desde esta 
instancia procesal – cuando el proceso apenas comienza-, como conclusión 
del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. 2°) Además, señala que esta medida cautelar 
se debía solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación 
de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado. 
… 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que 
el juez previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo 
análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el 
perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI 
Medidas Cautelares- procedencia), conforme al cual:  
 
“La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es 
preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a 
fin que el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido 
definitivo en el juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo 
produjo o al demandado (en el caso el elegido o el nombrado cuya 
designación se acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y que para 
la decisión final se consideren sus argumentos y valoren sus medios de 
prueba.” Negrillas del Juzgado.  

 
Así, acorde con la situación fáctica y el acervo probatorio allegado con la 

demanda, considera este Juzgador que en el presente evento no se realizó 

ninguna fundamentación fáctica que permita establecer un perjuicio más gravoso 

al que se presenta actualmente, sumado al hecho de que no se encuentran 

acreditados presupuestos para concluir, en esta etapa procesal, de forma 

 
1 Consejo de Estado, providencia del 13 de septiembre de 2012, radicación 11001-03-28-000-2012-00042-00. 
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anticipada y ligera, que se deba acceder a la medida invocada, máxime cuando se 

debe establecer por este Despacho en la sentencia que en derecho se dicte al 

interior del presente proceso, si se configuran las causales de nulidades 

endilgadas en contra del acto aquí acusado.  

 

En ese orden de ideas, este Juzgado considera que, para lograr establecer la 

configuración de alguna causal de nulidad, estas deben ser estudiadas en detalle, 

ya que las pretensiones incoadas en la solicitud de medida cautelar están 

encaminadas a solucionar definitivamente la controversia, con llevando 

inescindiblemente a un prejuzgamiento. 

 

Dicho lo anterior, se hace necesario agotar la etapa probatoria en el presente 

proceso, a fin de tener en cuenta con el valor que le otorgue la ley, las aportadas 

por las partes y, decretar las pedidas por cada uno de los extremos de la Litis, 

pruebas respecto de las cuales se debe correr el respectivo traslado a todos y 

cada uno de los sujetos procesales, como lo impone el artículo 29 superior, a fin 

de que todos ejerzan, a plenitud, su derecho de defensa y contradicción, y que 

éste Juez pueda en la decisión final considerar todos los argumentos y valorar 

todo el complexo probatorio debidamente allegado, incluidos los medios 

probatorios que de oficio considere decretar y practicar a fin de avizorar la 

legalidad o ilegalidad de los actos atacados en el presente proceso. Así las cosas, 

deviene, ineludiblemente, negar la suspensión provisional aquí solicitada. 
 

Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: NEGAR la medida de suspensión provisional solicitada, por las 

razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

ADL 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., nueve (09) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

Se encuentra al Despacho la presente acción popular a efectos de definir sobre su 

admisión o no.  

 
I. CONSIDERACIONES 

 
 
Luce pertinente indicar que con la expedición del Código de Procedimiento 

Administrativo y de lo contencioso Administrativo, se incluyó una nueva causal de 

rechazo de la demanda, la cual se encuentra consagrada en el inciso tercero del 

artículo 144, que a la letra indica: 

“ARTÍCULO 144. PROTECCIÓN DE LOS DERECHOS E INTERESES 
COLECTIVOS. Cualquier persona puede demandar la protección de los 
derechos e intereses colectivos para lo cual podrá pedir que se adopten las 
medidas necesarias con el fin de evitar el daño contingente, hacer cesar el 
peligro, la amenaza, la vulneración o agravio sobre los mismos, o restituir las 
cosas a su estado anterior cuando fuere posible. 

Cuando la vulneración de los derechos e intereses colectivos provenga de la 
actividad de una entidad pública, podrá demandarse su protección, inclusive 
cuando la conducta vulnerante sea un acto administrativo o un contrato, sin que 
en uno u otro evento, pueda el juez anular el acto o el contrato, sin perjuicio de 
que pueda adoptar las medidas que sean necesarias para hacer cesar la 
amenaza o vulneración de los derechos colectivos. 

Antes de presentar la demanda para la protección de los derechos e 
intereses colectivos, el demandante debe solicitar a la autoridad o al 
particular en ejercicio de funciones administrativas que adopte las 
medidas necesarias de protección del derecho o interés colectivo 
amenazado o violado. Si la autoridad no atiende dicha reclamación dentro 
de los quince (15) días siguientes a la presentación de la solicitud o se 
niega a ello, podrá acudirse ante el juez. Excepcionalmente, se podrá 
prescindir de este requisito, cuando exista inminente peligro de ocurrir un 
perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos, 
situación que deberá sustentarse en la demanda.” (Negrilla fuera de texto) 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2022-00151-00 
ACTOR(A): LAURA GABRIELA MAYA GONZÁLEZ 
DEMANDADO(A): UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE SERVICIOS 

PÚBLICOS – UAESP 
MEDIO DE 
CONTROL: 

POPULAR 
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El citado requisito impone al actor popular la obligación previa e ineludible de 

presentar ante la autoridad que adopte las medidas necesarias de protección al 

derecho o interés colectivo amenazado o violentado. 

 

Para la entidad peticionada en ese sentido impone la obligación de pronunciarse 

dentro de los 15 días siguientes, no atendiendo lo deprecado o negándolo, 

quedando el administrado o el actor popular habilitado para acudir a la jurisdicción.  

 

Es de indicar que el término de 15 días allí establecido guarda relación “mutatis 

mutandis” con el derecho de petición establecido en el artículo 23 de la Constitución 

Política de Colombia y desarrollado por el artículo 4 y siguientes del CAPACA, 

término prudencial para que la administración se pronuncie sobre lo que se le 

solicita. 

 

Se advierte que al imponer esta obligación al administrado, el legislador pretendió 

que la administración sea el primer escenario donde se solicite la protección del 

derecho colectivo presuntamente violado, en aras a que, de ser posible, cese de 

manera inmediata la vulneración de tales derechos, de suerte que, al Juez 

Constitucional se debe acudir solamente cuando la autoridad administrativa, a quien 

se le imputa la vulneración, no conteste o se niegue a ello; de igual forma, se puede 

prescindir del requerimiento cuando exista un inminente peligro de ocurrir un 

perjuicio irremediable.  

 

Sobre el perjuicio irremediable el Consejo de Estado1 ha señalado:  

 

“[S]e tiene que el actor popular no acompañó con la demanda los soportes respectivos que 

acreditaran el haberle requerido a la administración, con anterioridad a la presentación de 

la demanda, la adopción de medidas que pusieran fin a la vulneración o amenaza de los 

derechos colectivos cuyo amparo se pretende por la vía judicial. Significa lo anterior que el 

accionante acudió ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, sin el cumplimiento 

del requisito de procedibilidad consagrado en el artículo 144 del CPACA. Al respecto, es del 

caso precisar que el mencionado artículo 144 del CPACA prevé como excepción a la 

obligación de requerir a la administración, la existencia de un inminente peligro de que 

ocurra un perjuicio irremediable. (…). Cabe anotar, en este mismo sentido, que aunque el 

 
1 CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCIÓN PRIMERA Consejero ponente: 
ROBERTO AUGUSTO SERRATO VALDÉS Bogotá, D.C., primero (1) de diciembre de dos mil diecisiete (2017) 
Radicación número: 05001-23-33-000-2017-01280-01(AP)A 
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[actor] manifestó haber acreditado ampliamente la excepción señalada en la parte final del 

artículo 144 del CPACA, al revisar el caso concreto, la Sala advierte que los hechos que a 

juicio del actor revisten un inminente peligro de que ocurra un perjuicio irremediable, 

constituyen meras apreciaciones subjetivas que carecen de sustento alguno, pues el actor 

se limitó a invocar publicaciones periodísticas que contienen reflexiones de diversos autores 

sobre acontecimientos acaecidos en la relación que sostienen la República Bolivariana de 

Venezuela y la República de Colombia, con los cuales no se demuestra la existencia de un 

perjuicio irremediable de la magnitud a que hace referencia el actor en la demanda. En esa 

medida, la Sala confirmará el auto apelado, en razón a que por no haberse subsanado la 

demanda en debida forma, resulta procedente el rechazo de la misma, tal como se 

desprende del artículo 20 de la Ley 472 de 1998…” 

 

Estudiada la demanda y sus anexos, encuentra el Despacho que no fue allegado el 

requisito de procedibilidad establecido en el artículo 144 del CPACA, consistente en 

la solicitud previa con su agotamiento legal. 

 

La accionante manifiesta haberla presentado el 22 de abril de 2022, reconociendo 

que la UAESP tiene plazo para responder hasta el 13 de mayo de 20222, sin 

embargo, que como quiera que en su criterio existe un inminente peligro de ocurrir 

un perjuicio irremediable en contra de los derechos e intereses colectivos alegados, 

se debe dar agotado el requisito, perjuicio que argumenta indicando que según el 

cronograma del proceso de selección del CONCURSO DE MÉRITOS No. UAESP-

CMA-01-2022, de acuerdo con la información que se encuentra publicada en el 

SECOP II, tiene como fecha para la adjudicación del contrato el 18 de mayo de 

2022, por lo que de no admitirse esta demanda y otorgarle un trámite preferencial, 

se materializaría la celebración del contrato y con ello la violación a los derechos 

colectivos (i) defensa del patrimonio público; (ii) moralidad administrativa; y (iii) el 

goce de un ambiente sano. 

 

Al respecto, este Despacho considera que el requisito de procedibilidad en el 

presente caso no se puede obviar pues en esencia se trata de un proceso de 

contratación que como la misma parte lo reconoce tiene como objeto el siguiente: 

 

“ELABORACIÓN DE LOS ESTUDIOS Y DISEÑOS DETALLADOS 
DEFINITIVOS FASE 3 DEL RELLENO SANITARIO JUNTO CON LA 
MODIFICACIÓN DE LICENCIA Y ELABORACIÓN DE ESTUDIO DE IMPACTO 
AMBIENTAL PARA EL MANEJO INTEGRAL DE LOS RESIDUOS SÓLIDOS 
EN EL PARQUE DE INNOVACIÓN DOÑA JUANA –PIDJ”. 

 
2 ver pagina 6 escrito demanda 
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Ahora bien, como la misma actora lo reconoce, desde el día 23 de enero de 2010, 

se dio aviso de iniciar un proceso de licitación pública para entregar la 

administración, operación y mantenimiento del Relleno Sanitario Doña Juana bajo 

la figura de concesión. 

 

Luego de surtido el proceso licitatorio conforme a lo previsto en la Ley 80 de 1993, 

la Ley 1150 de 2007, sus decretos reglamentarios y el pliego de condiciones, la 

UAESP adjudicó el Contrato de Concesión para la "Administración, Operación y 

Mantenimiento Integral del Relleno Sanitario Doña Juana de la ciudad de Bogotá 

D.C, Colombia, en sus componentes de disposición final de residuos sólidos y 

tratamiento de lixiviados, con alternativas de aprovechamiento de los residuos que 

ingresen al RSDJ, provenientes del servicio ordinario de aseo", de conformidad con 

lo establecido en la Resolución de Adjudicación No. 662 de 2010 del catorce (14) 

de septiembre de dos mil diez (2010) a la empresa denominada SOCIEDAD 

CENTRO DE GERENCIAMIENTO DE RESIDUOS DOÑA JUANA S.A. ESP - CGR 

DOÑA JUANA, S.A. E.S.P, en adelante CGR. 

 

Así mismo, indicó que el 24 de septiembre de 2010 la UAESP y CGR celebraron el 

Contrato de Concesión No. 344 de 2010 y de conformidad con la Cláusula Sexta 

del Contrato, el plazo del Acuerdo es indeterminado pero determinable pues 

depende de diferentes variables, principalmente, la de la capacidad de disposición 

de residuos sólidos del área entregada en concesión. 

 

Luego entonces, como se indicó, se trata de un proceso de contratación que no 

implica el cese de las actividades de Administración, Operación y Mantenimiento 

Integral del Relleno Sanitario Doña Juana, actividades que adelanta en la actualidad 

CGR, las cuales se deben llevar de manera cabal y regular hasta tanto no se termine 

y liquide la concesión. 

 

Así las cosas, como lo que pretende adelantar la UAESP a través del proceso de 

contratación que se encuentra en trámite es la elaboración de los estudios y diseños 

detallados definitivos fase 3 del relleno sanitario junto con la modificación de licencia 

y elaboración de estudio de impacto ambiental, y como tal procedimiento no implica 

la terminación y liquidación de la concesión que hoy por hoy adelanta CGR, como 

tampoco versa sobre la operación del relleno en sí mismo considerado, ni sobre la 

consultoría adelantada para las fases I y II, ni para la Administración, Operación y 

Mantenimiento de esta mismas fases que adelanta CGR, no encuentra esta sede 
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judicial en qué medida se ven afectados de manera inminente y/o urgentes los 

derechos colectivos a la defensa del patrimonio público, la moralidad administrativa, 

el goce de un ambiente sano y el riesgo a la prestación de un servicio público 

esencial.  

 

De otro lado, se recuerda que el artículo 20 de la Ley 472 de 1998 establece como 

obligación imperativa para el Juez pronunciarse sobre la admisión de la demanda, 

también indica que inadmitirá la acción que no cumpla con los requisitos señalados 

en la Ley. 

 

En el presente caso, sería del caso inadmitir la demanda a efectos de que la parte 

actora acredite el agotamiento del requisito de procedibilidad establecido en el 

artículo 144 del CPACA, no obstante, en atención a lo manifestado por esta misma 

frente a que enervo la solicitud a la UAESP el 22 de abril de 2022 y que el término 

para pronunciarse se vence el 13 de mayo de 2022, el Despacho considera inane 

conceder el término subsanatorio (pretensión antes de tiempo) de cara a un 

requisito de procedibilidad que no se encuentra aún consolidado y que no se 

alcanza a configurar aun concediendo la subsanación. 

 

En ese orden, habida consideración del deber imperativo de pronunciamiento dentro 

de los tres (03) días siguientes a la radicación de la demanda y dando alcance a la 

aplicación de los principios de trámite preferencial, trámite, celeridad y economía 

procesal el Despacho rechazará de plano la presente acción, no sin antes instar a 

la parte actora a que cuando encuentre configurados los elementos para dar 

procedibilidad a la acción proceda a acudir nuevamente a la jurisdicción. 

 
En virtud de lo expuesto el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
SECCIÓN SEGUNDA, DEL CIRCUITO DE BOGOTÁ, 

RESUELVE: 

Primero. -   Rechazar por improcedente la presente acción, por las razones que 
vienen expuestas en la parte considerativa de este proveído. 

 

Segundo. -   Una vez en firme esta providencia, archívese el expediente, previa 
devolución de los anexos sin necesidad de desglose. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
Mas 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el 31 de marzo de 2022, que negó las 

pretensiones de la demanda.  

 

Comoquiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 31 de marzo de 2022, que negó las pretensiones de 

la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
ADL 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 
 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

Cumplido el traslado que dispone el inciso 2 del artículo 233 de la Ley 1437 de 

2011, ingresa el proceso al Despacho para proveer sobre el decreto de la medida 

cautelar.  
 

I. ANTECEDENTES. 
 
El señor ROBERTO FLOREZ HERRERA, radicó demanda en contra de la 

NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJECITO NACIONAL, a través de la 

cual pretende se declare la nulidad de las Resoluciones contenidas en el Acta de 
Junta Medica Laboral No. 118612 de 6 de noviembre de 2020 y el Acta de 
Tribunal Medico Laboral de Revisión Militar y de Policía No. TML21-475 
MDNSG-TML-41.1 registrada en el folio No. 36 del libro de Tribunal Médico, 
de 24 de junio de 2021. 
 

En el folio 1 del cuaderno de medidas cautelares, se solicitó medida cautelar de 

suspensión provisional de los efectos del acto administrativo mencionado en el 

parágrafo anterior. 

 

Mediante auto de fecha 4 de abril de 2022, este Despacho corrió traslado a la 

demandada de la medida cautelar solicitada por la parte actora, por el término de 

cinco (5) días de conformidad al artículo 233 de la ley 1437 de 2011. 

 

 

II. DE LA SOLICITUD DE MEDIDA CAUTELAR. 
 

El demandante solicitó la suspensión provisional, bajo los siguientes supuestos 

fácticos: 

 
“(…) su señoría, muy comedidamente, le solicito la SUSPENSION 
TEMPORAL de los efectos jurídicos del acto administrativo contenido en el 
Acta de Junta Medica Laboral No. 118612 de 6 de noviembre de 2020 en 
virtud del cual no se asignó disminución de la capacidad laboral para los 
conceptos de psiquiatría, ortopedia, gastroenterología, audiometría y 
urología con afectaciones patológicas adquiridas durante el servicio activo y 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2021-00392-00 
DEMANDANTE ROBERTO FLOREZ HERRERA 
DEMANDADO NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA – EJERCITO 

NACIONAL 
MEDIO DE CONTROL NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
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del Acta de Tribunal Medico Laboral de Revisión Militar y de Policía No. 
TML21-475 MDNSG-TML-41.1 registrada en el folio No. 36 del libro de 
Tribunal Médico, de 24 de junio de 2021, en virtud del cual se revocó 
numeral 7-001 literal a indica 4, teniendo en cuenta que la afectación 
calificada fue en servicio activo.”   
 

III. DEL TRASLADO DE LA MEDIDA CAUTELAR. 
 
El apoderado de la parte demandada, mediante memorial radicado el 28 de abril 

de 2022, manifestó (fs. Carpeta 009Memorial): 

 

 para que se decrete la suspensión provisional de los efectos de un acto 

administrativo resulta necesario que, del análisis realizado por el Juez, se 

concluya que existe violación a las normas invocadas en la demanda o en 

el escrito contentivo de la solicitud.  

 Resulta entonces claro para el Despacho que en principio no existe 

vulneración que pueda ser advertida en este momento a través del 

mecanismo de confrontación que prevé el artículo 231 del C.P.A.C.A., 

razón por la cual debe negarse la solicitud de suspensión provisional. 

 

 

IV. CONSIDERACIONES: 
 

I. DE LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
El artículo 229 de la ley 1437 de 2011, señala lo siguiente:  

 
“Artículo 229. Procedencia de medidas cautelares. En todos los procesos 
declarativos que se adelanten ante esta jurisdicción, antes de ser notificado, 
el auto admisorio de la demanda o en cualquier estado del proceso, a 
petición de parte debidamente sustentada, podrá el Juez o Magistrado 
Ponente decretar, en providencia motivada, las medidas cautelares que 
considere necesarias para proteger y garantizar, provisionalmente, el objeto 
del proceso y la efectividad de la sentencia, de acuerdo con lo regulado en 
el presente capítulo. 
 
La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento. 
 
Parágrafo. Las medidas cautelares en los procesos que tengan por finalidad 
la defensa y protección de los derechos e intereses colectivos y en los 
procesos de tutela del conocimiento de la Jurisdicción de lo Contencioso 
Administrativo se regirán por lo dispuesto en este capítulo y podrán ser 
decretadas de oficio.”. 

 
II. DE LOS REQUISITOS PARA DECRETAR LAS MEDIDAS CAUTELARES. 
 
Por su parte, el artículo 231 de la Ley 1437 de 2011, establece: 

 
“Artículo 231. Requisitos para decretar las medidas cautelares. Cuando 
se pretenda la nulidad de un acto administrativo, la suspensión provisional 
de sus efectos procederá por violación de las disposiciones invocadas 
en la demanda o en la solicitud que se realice en escrito separado, 
cuando tal violación surja del análisis del acto demandado y su 
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confrontación con las normas superiores invocadas como violadas o 
del estudio de las pruebas allegadas con la solicitud. Cuando 
adicionalmente se pretenda el restablecimiento del derecho y la 
indemnización de perjuicios deberá probarse al menos sumariamente 
la existencia de los mismos. 
 
En los demás casos, las medidas cautelares serán procedentes cuando 
concurran los siguientes requisitos: 
 
1. Que la demanda esté razonablemente fundada en derecho. 
 
2. Que el demandante haya demostrado, así fuere sumariamente, la 
titularidad del derecho o de los derechos invocados. 
 
3. Que el demandante haya presentado los documentos, informaciones, 
argumentos y justificaciones que permitan concluir, mediante un juicio de 
ponderación de intereses, que resultaría más gravoso para el interés público 
negar la medida cautelar que concederla. 
 
4.  Que, adicionalmente, se cumpla una de las siguientes condiciones: 
 
a) Que al no otorgarse la medida se cause un perjuicio irremediable, o 
b) Que existan serios motivos para considerar que de no otorgarse la 
medida los efectos de la sentencia serían nugatorios. (En Negrilla fuera del 
texto original) 

 
El Consejo de Estado, Sección Quinta, Consejera Ponente Susana Buitrago 

Valencia1, analizó los aspectos a considerar por el Juez al momento de resolver 

una solicitud de suspensión provisional, dentro del nuevo C.P.A.C.A., señalando: 

 
“La nueva norma precisa entonces a partir de que haya petición expresa al 
respecto que: 1°) la procedencia de la suspensión provisional de los efectos 
de un acto que se acusa de nulidad puede acontecer si la violación de las 
disposiciones invocadas, surge, es decir, aparece presente, desde esta 
instancia procesal – cuando el proceso apenas comienza-, como conclusión 
del: i) análisis del acto demandado y su confrontación con las normas 
superiores invocadas como violadas, o, ii) del estudio de las pruebas 
allegadas con la solicitud. 2°) Además, señala que esta medida cautelar 
se debía solicitar, ya con fundamento en el mismo concepto de violación 
de la demanda, o ya en lo que el demandante sustente al respecto en 
escrito separado. 
… 
Ahora bien, no obstante que la nueva regulación como ya se dijo permite que 
el juez previo a pronunciarse sobre la suspensión provisional lleve a cabo 
análisis de la sustentación de la medida y estudie pruebas, ocurre que ante el 
perentorio señalamiento del 2° inciso del artículo 229 del CPACA (Capítulo XI 
Medidas Cautelares- procedencia), conforme al cual:  
 
“La decisión sobre la medida cautelar no implica prejuzgamiento”, es 
preciso entonces que el juez sea muy cauteloso y guarde moderación a 
fin que el decreto de esta medida cautelar no signifique tomar partido 
definitivo en el juzgamiento del acto ni prive a la autoridad pública que lo 
produjo o al demandado (en el caso el elegido o el nombrado cuya 
designación se acusa), de que ejerzan su derecho de defensa y que para 

 
1 Consejo de Estado, providencia del 13 de septiembre de 2012, radicación 11001-03-28-000-2012-00042-00. 
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la decisión final se consideren sus argumentos y valoren sus medios de 
prueba.” Negrillas del Juzgado.  

 
Así, acorde con la situación fáctica y el acervo probatorio allegado con la 

demanda, considera este Juzgador que en el presente evento no se realizó 

ninguna fundamentación fáctica que permita establecer un perjuicio más gravoso 

al que se presenta actualmente, sumado al hecho de que no se encuentran 

acreditados presupuestos para concluir, en esta etapa procesal, de forma 

anticipada y ligera, que se deba acceder a la medida invocada, máxime cuando se 

debe establecer por este Despacho en la sentencia que en derecho se dicte al 

interior del presente proceso, si se configuran las causales de nulidades 

endilgadas en contra del acto aquí acusado.  

 

En ese orden de ideas, este Juzgado considera que, para lograr establecer la 

configuración de alguna causal de nulidad, estas deben ser estudiadas en detalle, 

ya que las pretensiones incoadas en la solicitud de medida cautelar están 

encaminadas a solucionar definitivamente la controversia, con llevando 

inescindiblemente a un prejuzgamiento. 

 

Dicho lo anterior, se hace necesario agotar la etapa probatoria en el presente 

proceso, a fin de tener en cuenta con el valor que le otorgue la ley, las aportadas 

por las partes y, decretar las pedidas por cada uno de los extremos de la Litis, 

pruebas respecto de las cuales se debe correr el respectivo traslado a todos y 

cada uno de los sujetos procesales, como lo impone el artículo 29 superior, a fin 

de que todos ejerzan, a plenitud, su derecho de defensa y contradicción, y que 

éste Juez pueda en la decisión final considerar todos los argumentos y valorar 

todo el complexo probatorio debidamente allegado, incluidos los medios 

probatorios que de oficio considere decretar y practicar a fin de avizorar la 

legalidad o ilegalidad de los actos atacados en el presente proceso. Así las cosas, 

deviene, ineludiblemente, negar la suspensión provisional aquí solicitada. 
 

Por las razones expuestas, el JUZGADO VEINTICINCO (25) ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ,  

 
RESUELVE: 

 
PRIMERO: NEGAR la medida de suspensión provisional solicitada, por las 

razones expuestas en la parte motiva de este proveído. 

 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

 
ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 
 

ADL 
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Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

PROCESO No. 11001-33-35-025-2021-00377-00 

DEMANDANTE: MARÍA TERESA ORDOÑEZ DE BERNAL 

DEMANDADO: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN 
PENSIONAL Y DE CONTRIBUCIONES PARAFISCALES 
DE LA PROTECCIÓN SOCIAL – UGPP Y OTRA 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  

 

Una vez revisada la subsanación de la demanda presentada, se tiene que la parte 

actora no acredito en debida forma él envió de la demanda a los demandados. 

 

En consecuencia, se dispone, REQUERIR  a la parte demandante para que dentro 

de los tres (3) días siguientes a la notificación de este auto allegue constancia del 

envió de la demanda a los demandado conforme lo estableció Artículo  35  de  la  

Ley  2080  de  2021 que modificó  el artículo  162  de  la  Ley  1437  de 2011, so 

pena de entender insatisfecho el traslado.  

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

CLM. 
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Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandada interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación1 contra la sentencia condenatoria de fecha treinta y uno (31) de marzo de 

dos mil veintidós (2022), que accedió a las pretensiones de la demanda (PDF 

019SentenciaPrimeraInstancia del expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 31 de marzo de 2022  que accedió a las pretensiones 

de la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
CLM. 

 
1 Si bien la Sentencia proferida por el Despacho fue de carácter condenatorio y en ese sentido era 
necesario agotar previamente la audiencia de conciliación prevista en el inciso 4 del artículo 192 de 
la Ley 1437 de 2011, atendiendo a la Derogatoria expresa de dicha norma, establecida en el artículo 
87 de la Ley 2080 de 2021, se remitirá el expediente al superior sin necesidad de realizar la diligencia 
señalada. 
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CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



 

Radicación núm. 11001-33-35-025-2018-00426-00 
Demandante: RICARDO ARTURO SPINEL GÓMEZ 

 Demandada: UGPP 
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Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandada y demandante interpusieron y sustentaron dentro del término 

legal, recurso de apelación1 contra la sentencia condenatoria de fecha treinta y uno 

(31) de marzo de dos mil veintidós (2022), que accedió parcialmente a las 

pretensiones de la demanda (Carpeta 019SentenciaPrimeraInstancia del 

expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo los recursos de apelación 

interpuestos por la parte demandada y demandada en contra de la 

sentencia proferida por este estrado judicial el 31 de marzo de 2022 

que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
1 Si bien la Sentencia proferida por el Despacho fue de carácter condenatorio y en ese sentido era 
necesario agotar previamente la audiencia de conciliación prevista en el inciso 4 del artículo 192 de 
la Ley 1437 de 2011, atendiendo a la Derogatoria expresa de dicha norma, establecida en el artículo 
87 de la Ley 2080 de 2021, se remitirá el expediente al superior sin necesidad de realizar la diligencia 
señalada. 
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Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia de fecha treinta y uno (31) de marzo de dos mil 

veintidós (2022), que negó  las pretensiones de la demanda (PDF 20Sentencia PrimeraInstancia 

del expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 

 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 31 de marzo de 2022 que negó las pretensiones de 

la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 

 

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 

Juez 

 
CLM. 
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DEMANDANTE ROBINSON CESPEDES ESTRADA 
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandada y demandante interpusieron y sustentaron dentro del término 

legal, recurso de apelación1 contra la sentencia condenatoria de fecha treinta y uno 

(31) de marzo de dos mil veintidós (2022), que accedió parcialmente a las 

pretensiones de la demanda (Carpeta 024SentenciaPrimeraInstancia del 

expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo los recursos de apelación 

interpuestos por la parte demandada y demandada en contra de la 

sentencia proferida por este estrado judicial el 31 de marzo de 2022 

que accedió parcialmente a las pretensiones de la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
1 Si bien la Sentencia proferida por el Despacho fue de carácter condenatorio y en ese sentido era 
necesario agotar previamente la audiencia de conciliación prevista en el inciso 4 del artículo 192 de 
la Ley 1437 de 2011, atendiendo a la Derogatoria expresa de dicha norma, establecida en el artículo 
87 de la Ley 2080 de 2021, se remitirá el expediente al superior sin necesidad de realizar la diligencia 
señalada. 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2019-00516-00 
ACTOR(A): GLORIA NANCY SUAREZ TAPASCO 
DEMANDADO(A): SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR 

E.S.E. 
MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



N.R.D. 11001-33-35-025-2019-00516-00 
Demandante: GLORIA NANCY SUAREZ TAPASCO 

Demandada: SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR E.S.E.  

 

 
ADL 
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Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandada interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación1 contra la sentencia condenatoria de fecha treinta y uno (31) de marzo de 

dos mil veintidós (2022), que accedió a las pretensiones de la demanda (PDF 

027SentenciaPrimeraInstancia del expediente digital).  

 

Como quiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo 

dispuesto en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 

247 de la misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandada en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 31 de marzo de 2022  que accedió a las pretensiones 

de la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
CLM. 

    

 
1 Si bien la Sentencia proferida por el Despacho fue de carácter condenatorio y en ese sentido era 
necesario agotar previamente la audiencia de conciliación prevista en el inciso 4 del artículo 192 de 
la Ley 1437 de 2011, atendiendo a la Derogatoria expresa de dicha norma, establecida en el artículo 
87 de la Ley 2080 de 2021, se remitirá el expediente al superior sin necesidad de realizar la diligencia 
señalada. 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2020-00171-00 

DEMANDANTE: FANNY CAÑON VILLATE 

DEMANDADO(A): 
BOGOTA D.C. – SECRETARIA DISTRITAL DE 
INTEGRACIÓN SOCIAL 

MEDIO DE 
CONTROL: 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



 

Radicación núm. 11001-33-35-025-2020-00171-00 
Demandante: FANNY CAÑON VILLATE 

 Demandada: SECRETARÍA DISTRITAL DE INTEGRACIÓN SOCIAL DE BOGOTA D.C. 
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Juez Circuito

Juzgado Administrativo
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Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

JUZGADO 25 ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
SECCIÓN SEGUNDA - ORAL 

 

Bogotá D.C., nueve (9) de mayo de dos mil veintidós (2022). 
 

 

La parte demandante interpuso y sustentó dentro del término legal, recurso de 

apelación contra la sentencia proferida el 31 de marzo de 2022, que negó las 

pretensiones de la demanda.  

 

Comoquiera que la impugnación presentada es procedente, conforme a lo dispuesto 

en el artículo 243 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo, en concordancia con los numerales 1º y 2º del artículo 247 de la 

misma codificación, el Juzgado; 

 

R E S U E L V E: 
 

PRIMERO:  CONCEDER en efecto suspensivo el recurso de apelación interpuesto 

por la parte demandante en contra de la sentencia proferida por este 

estrado judicial el 31 de marzo de 2022, que negó las pretensiones de 

la demanda. 

 

SEGUNDO:  Una vez ejecutoriada esta determinación, por Secretaría remítase el 

expediente al superior para lo de su cargo. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 
 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

 
ADL 

    

 

 

 

PROCESO No.: 11001-33-35-025-2020-00200-00 
ACTOR(A): BLAS FELIPE RAMIREZ QUIÑONEZ 
DEMANDADO(A): SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO 
MEDIO DE CONTROL: NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO  



N.R.D. 11001-33-35-025-2020-00200-00 
Demandante: BLAS FELIPE RAMIREZ QUIÑONEZ 

Demandada: SUPERINTENDENCIA DE INDUSTRIA Y COMERCIO  
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Antonio Jose Reyes Medina

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 
JUZGADO VEINTICINCO ADMINISTRATIVO DE ORALIDAD 

CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ D.C. 
 

Bogotá D.C., nueve (09) de mayo de dos mil veintidós (2022) 

 

En la audiencia de pruebas llevada a cabo el 30 de noviembre de 2021, dentro del 
proceso de la referencia, se llevó a cabo el interrogatorio de parte y se 
recepcionaron los testimonios, adicionalmente, el Despacho de oficio dispuso oficiar 
al Congreso de la República para que allegará la historia laboral completa y la 
declaración de bienes y rentas del señor Joaquín Emilio Quintero Rodríguez quien 
en vida se identificó con la cédula de ciudadanía 3.607.876.  
 
En cumplimiento de dicha orden se elaboró el Oficio 319 MAS del 30 de noviembre 
de 2021 y remitido el 03 de diciembre de 2021 (archivo 019 expediente pdf). 
 
No obstante, lo anterior, a la fecha no se ha dado respuesta a lo solicitado lo que 
obliga a disponer que por Secretaría se reitere el oficio mentado al Congreso de la 
República advirtiendo que de no darse respuesta se dará aplicación al numeral 3 
del artículo 44 del CGP. 
 
Una vez se allegue lo deprecado si dentro de lo contestado no se encuentra lo 
relativo a la declaración de rentas y bienes, Secretaría del Juzgado sin necesidad 
de auto procederá a requerir mediante oficio al Departamento Administrativo de la 
función pública.  
 
 

 NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

  

 

ANTONIO JOSÉ REYES MEDINA 
Juez 

mas 

 

 

 

 

PROCESO No:  11001-33-35-025-2019-00301-00 

DEMANDANTE:  BLANCA NOELIA ARISTIZABAL DE GÓMEZ 

DEMANDADO: 
FONDO DE PREVISION SOCIAL DEL CONGRESO - 
FONPRECOM 

MEDIO DE CONTROL:  Nulidad y Restablecimiento del Derecho   

Firmado Por:

 

 

Antonio Jose Reyes Medina



Juez Circuito

Juzgado Administrativo

Sala 025 Contencioso Admsección 2

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
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